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I. INTRODUCCIÓN

El impulso experimentado por la protección de datos en nuestro país durante la
última década ha sido notable, sobre todo si se tiene en cuenta el vacío que caracteri-
zó las dos décadas anteriores. Lo cual ha sido posible gracias al esfuerzo realizado des-
de los distintos sectores implicados, esto es, doctrinal, jurisprudencial y legislativo,
en pro de materializar la previsión del artículo 18.4 de nuestra Constitución y en aras
al cumplimiento de los compromisos internacionales derivados del Convenio 108 W,
el Acuerdo de Schengen (2) y la Directiva 95/46/CE(3).

De esta forma cabe destacar el interesante debate teórico abierto en la doctrina
española en torno a la determinación de la naturaleza y contenido del bien jurídico cuya
garantía se pretende al amparo del artículo 18.4 CE y, por ende, con la protección de
datos personales. Dando lugar a depuradas elaboraciones científicas materializadas a

(l) Convenio 108 del Consejo de Europa, de 28 de enero de 1981, para la protección de las personas con respecto al trata-
miento de datos de carácter personal.

<2) Acuerdo de Shengen de 14 de junio de 1985, firmado por Bélgica, Francia, Luxemburgo, Países Bajos y la antigua Repú-
blica Federal Alemana en la ciudad que lleva su nombre. Acuerdo completado posteriormente por el Convenio de Aplicación del Acuer-
do de Schengen, firmado el 19 de junio de 1990.

131 Directiva 95/46/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las per-
sonas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos.
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través de expresiones como la «libertad informática» o «autodeterminación informa-
tiva» e «intimidad informática», aunque no siempre con idénticos resultados ni exen-
tas de cierta polémica.

En el orden legislativo han quedado atrás los más de catorce años de ausencia de
regulación normativa específica en materia de protección de datos, en un principio
con la aprobación de la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de Regulación del
Tratamiento Automatizado de los Datos del Carácter Personal (LORTAD) y recien-
temente con la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos
de Carácter Personal, dictada en cumplimiento de las directrices fijadas por la Di-
rectiva 95/46/CE y con la consiguiente derogación de la citada LORTAD.

La actividad jurisprudencial del Tribunal Constitucional en materia de protec-
ción de datos, afectada igualmente por un dilatado período de vacío interpretativo,
arranca con la STC 254/1993, de 20 de julio, que además de constituir la primera en
la que el alto Tribunal asume pronunciarse sobre la previsión contenida en el artícu-
lo 18.4 CE, se erige en el bastión principal de la doctrina del Tribunal Constitucional
en materia de protección de datos, la cual aún hoy se encuentra en vías de consolida-
ción. Sin embargo y a diferencia de lo ocurrido en otros órdenes, dicha sentencia, jun-
to con la STC 143/1994, de 9 de mayo, se constituirán en el único referente jurispru-
dencial sobre protección de datos personales hasta 1998 y, ello es así, a pesar de pender
cuatro recursos de inconstitucionalidad sobre la LORTAD, lo que da idea de la com-
plejidad que entraña la materia. A partir de dicho año se sucederán una serie de sen-
tencias -hasta la fecha diecinueve- comandadas por la STC 11/1998, basadas en si-
milares supuestos de hechos y con idénticos fallos. Para concluir la actividad
interpretativa del Tribunal Constitucional con la reciente STC 202/1999, de 8 de no-
viembre.

Sin perder de vista el marco delimitado por los distintos agentes implicados en
vislumbrar el objeto que informa el artículo 18.4 CE y cuya trayectoria acabamos de
esbozar, nos centraremos en la actividad desplegada por el Tribunal Constitucional,
como uno más de dichos agentes al que compete la genuina actividad de interpreta-
ción constitucional a través de la doctrina que generan sus resoluciones.

II. LA PREVISIÓN DEL ARTÍCULO 18.4 CE

Una de las peculiaridades que informa nuestra Constitución es la limitación con-
tenida en el artículo 18.4 CE, al establecer «La ley limitará el uso de la informática
para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el ple-
no ejercicio de sus derechos». Siendo el segundo país del entorno europeo, después
de Portugal, que contiene una previsión de este calado, la que nos pone en relación di-
recta con la protección de datos personales.

Efectivamente, el constituyente español, ante la ausencia de una regulación es-
pecífica en materia de protección de datos y consciente del protagonismo que en aque-
llos años venía cobrando tal aspecto normativo en el entorno occidental, aprovecha la
oportunidad que le brinda el proceso constituyente para introducir en el articulado de
la que habría de ser la Constitución española de 1978, un mandato expreso al legisla-
dor a fin de acometer la limitación de la tecnología informática, al respecto son muy
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elocuentes las palabras de Luño, al afirmar que «...sobre nuestros parlamentarios gra-
vitó la inquietud de prevenir posibles abusos en la utilización de la informática...» (4).

Sin embargo la generalidad de los autores coinciden en afirmar que la redacción de
dicho precepto no fue del todo afortunada, entre otras razones por la indeterminación de
su alcance y fines (5). Al respecto sirva reseñar la ambigüedad e imprecisión que lo ca-
racteriza, lo que entraña gran dificultad para identificar la naturaleza y contenido del bien
que se trata de proteger; la referencia particularizada a dos derechos concretos, el honor
y la intimidad, frente a la referencia genérica del último inciso «...y el pleno ejercicio
de sus derechos»; la limitación que se pretende de la informática como si se tratara del
único elemento tecnológico capaz de incidir en los derechos de las personas. Limitación
que con la aprobación de la Directiva 95/46/CE aún encuentra mayores dificultades de
interpretación, por cuanto a partir de la misma el ámbito de protección de la materia de
protección de datos va más allá del mero tratamiento automatizado; la ubicación dentro
del artículo 18, cuando para algunos autores como Luño, lo más apropiado hubiera sido
la redacción de un nuevo artículo en términos similares al artículo 35 de la Constitución
portuguesa, sirvan al respecto las palabras de dicho autor cuando señala «...el incluir su
redacción como un apéndice del artículo 18, dedicado al derecho a la intimidad, puede
dar pie a opciones hermenéuticas que dificulten la extensión a los demás derechos y li-
bertades fundamentales» (Luño, ob. cit., p. 363). Es precisamente dicho aspecto her-
menéutico el que de alguna forma ha incidido en determinadas concepciones tendentes
a identificar la protección de datos con la protección del derecho a la intimidad (-6).

Tales dificultades llevaron a algún sector de la doctrina a pronunciarse en contra
de la idoneidad del artículo 18.4 CE para explicar la protección de datos (7). Sin em-
bargo otros autores, como Guridi, lejos de desdeñar el contenido del precepto consti-
tucional, encuentran en él la voluntad del constituyente de afrontar dicha materia, al
señalar «La redacción definitiva del artículo 18.4 CE con el añadido referente al ple-
no ejercicio de los derechos del ciudadano no es fruto de la casualidad, sino el resul-
tado de una consciente discusión parlamentaria durante el debate constitucional» (8).
Efectivamente, en tal sentido parecen ir dirigidas las palabras de Roca Junyent, cuan-
do en defensa de la enmienda 117 presentada por su grupo (CIU) en la Comisión Cons-
titucional del Congreso, que, como sabemos, dio lugar a la actual redacción del ar-
tículo 18.4, manifiesta «...lo realmente grave aparece cuando esta información (...)
incide en el ejercicio de los derechos por parte de los ciudadanos...» (9).

(4) Cfr. P É R E Z L U Ñ O , A . E., Derechos Humanos, Estado de Derecho y Constitución, Tecnos , p . 190.
(5) Apud B o i x R E I G , J., «Protección jurídico-penal . . .» núm. I X Poder Judicial , p . 2 3 ( M O R A L E S P R A T S , F . La tutela penal de

la intimidad: privacy e informática, Des t ino , Barcelona, 1984) donde se califica e l art. 18.4 C E «cláusula const i tucional de obscura
interpretación». También , en t re otros, M A R T Í N P A L I Í N , J. A., «La constittícionalidad del Número de Identificación Único», Jornadas
sobre el Derecho Español de la Protección de Datos, APD, Madrid 28,29 y 30 de octubre de 1996, p. 64. El autor echa en falta otras
fórmulas más afortunadas e omnicomprensivas de la agresividad del fenómeno informático.

">! Véase, entre otros, Ruiz MIGUEL, C.,La Configuración Constitucional del Derecho a la Intimidad, Tecnos. p. 94. También en
«El Derecho a La Intimidad Informática en El Ordenamiento Español», Cuadernos de Derecho Judicial, CGPJ., p. 9. Asimismo, MORA-
LES PRATS, F. «Protección de la intimidad: delitos e infracciones administrativas» en Cuadernos de Derecho Judicial, CGPJ, 1997, p. 44.

^ En este sentido GRIMALT SERVERA «El Derecho a controlar los datos personales: algunas consideraciones jurídico-cons-
titucionales», en X Años de Encuentros sobre Informática y Derecho 1996-1997, universidad Pontificia de Comillas, Aranzadi, Pam-
plona, 1978., pp. 209-210. Donde el autor pone de manifiesto la limitación exclusiva del art. 18.4 CE al uso de la informática..

l8) Cfr. ETXEBERRIA GURIDI, José F., «La protección de los datos de carácter personal en el ámbito de la investigación pe-
nal», Premio APD 1998, APD, 1998, p. 33 .

í9) Véase Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Comisión de asuntos Constitucionales y Libertades Públicas,
núm. 70, del 19 de mayo de 1978, cit. p. 2.527.
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Lo cierto es que la referencia a la informática y a los derechos de las personas que
preside la formulación del artículo 18.4 CE, como tendremos ocasión de ver seguida-
mente, evoca de forma automática en la mente de cualquiera el tema de la protección
de datos. En consecuencia, dicho precepto constitucional constituye el elemento nor-
mativo de más alto rango del ordenamiento jurídico español en materia de protección
de datos, lo que le erige en el referente ineludible de toda construcción que se pre-
tenda acerca del régimen jurídico que debe presidir dicha disciplina en nuestro país.

De ahí que la labor de interpretación constitucional sobre la protección de datos
emprendida por el Tribunal Constitucional se haya cimentado necesariamente sobre
la base del artículo 18.4 de la Constitución. Actividad de interpretación que como ve-
remos en su momento está impregnada de las dificultades reseñadas con anterioridad
como propias del enunciado del artículo 18.4 CE, lo cual explica en cierta medida la
orientación contradictoria y vacilante que, a juicio de determinados autores, se deja
entrever en alguna de las resoluciones del alto Tribunal al tratar la materia (10) y que,
a nuestro entender, sigue coleando en futuras resoluciones, lo que le lleva a forzar una
interpretación ciertamente artificiosa del precepto constitucional al objeto de conse-
guir la protección necesaria.

1. Algunas consideraciones conceptuales

Como bien ha puntualizado Sánchez Bravo, «Cuando nos planteamos las posibles
relaciones o interferencias entre informática y derecho, asoma, casi instintivamente,
la noción de protección de datos...» (n ) . Por ello y antes de seguir adelante, conviene
puntualizar lo que por dicha protección ha de entenderse, para lo cual nos parece opor-
tuno traer a colación la idea que recoge Luño, como «el conjunto de bienes o intere-
ses que pueden verse afectados por la elaboración de informaciones referentes a per-
sonas que pueden ser identificadas o identificables» (12).

Como vemos, las informaciones personales no sólo constituyen el sustrato sobre
el que la protección de datos se sustenta, sino que además nos proporciona los pará-
metros con los que delimitar su ámbito y objeto. A estos efectos hemos de advertir
que la información personal sólo será relevante en la medida en que la misma quepa
identificarla con su titular, es decir, siempre y cuanto, éste, que ha de ser una perso-
na física, no se mantenga en el anonimato. Además dicha información ha de estar re-
cogida en soporte físico y sujeta a tratamiento, según las exigencias de la normativa
sobre protección de datos (arts. 2.1 LO 15/1999; art. 3.1 Directiva 95/46/CE). Por lo
tanto, no todos los datos o informaciones personales son objeto de la protección de
datos, sino que en principio sólo serán tenidos en cuenta aquellos que se ciñan a las
condiciones referidas.

(10) Cfr. Ruiz MIGUEL, C , «El Derecho a la Intimidad...» p.9. También ETXEBERRIA GURIDI, J. F, La protección de los da-
tos..., p. 41.

" " SÁNCHEZ BRAVO, A. A. La protección del derecho a la libertad informática en la UNIÓN EUROPEA, Universidad de Se-
villa, 1998, p. 52.

118 Cfr. PÉREZ LUÑO, A. B., «Nuevos derechos fundamentales de la era tecnológica: la libertad informática», en Anuario de
Derecho Publico y Esludios Públicos, núm. 2,1989-1990, pp. 172-173.

Boletín núm. 1880-Pág. 8



- 3629 -

Asimismo la propia naturaleza de los datos personales nos puede orientar en la
acotación del objeto, es decir, en función de cual sea la naturaleza de los datos, esto
es, afectos a la intimidad, al honor, a la libertad sindical, a la libertad religiosa, etc;
podremos determinar en cada supuesto concreto cual sea el derecho o bien jurídico
afectado. Esta sería la forma de explicar el carácter instrumental que se predica de la
protección de datos personales y, por ende, del artículo 18.4 de la Constitución, el cual
es reconocido de forma genérica en la STC 254/1993 (F.J. 6.°), encontrando su ex-
presión práctica más representativa en la STC 11/1998, donde se reconoce el dere-
cho fundamental a la libertad sindical de los recurrentes en conexión con el artícu-
lo 18.4. CE.

No obstante ha de advertirse, por ser comúnmente aceptado, que el reconocimiento
de dicho carácter instrumental se supedita a la existencia de un bien cuya protección
se pretende de forma genérica en materia de protección de datos (13\ Es precisamente
en torno a la determinación de dicho bien donde ha surgido el verdadero debate teóri-
co, con interpretaciones muy dispares, pero que, como bien señala Murillo, pueden con-
cretarse en dos tendencias principales, definidas en función de que se utilice el con-
cepto de intimidad -tesis reduccionistas- o el de un concepto más amplio como sería el
de autodeterminación informativa o libertad informática -tesis globales- (14). Siendo
éstas últimas las que han alcanzado un mayor grado de elaboración y rigor doctrinal y
las que parecen ir cuajando en la evolución normativa y, más tímidamente, en la pro-
ducción jurisprudencial, tal y como tendremos oportunidad de apreciar más adelante.

De esta forma algunos autores al afrontar la tarea de delimitar y definir la inter-
acción entre informática y derecho, han acotado su objeto al derecho a la intimidad,
dando lugar a una concepción del binomio informática-intimidad, relación que en pa-
labras de algunos autores ha «...eclipsado el verdadero problema» (15). Efectivamen-
te, si nos atenemos a la propia naturaleza de los datos objeto de tratamiento, es fácil
constatar que la intimidad se revela como uno de los bienes que de forma más acu-
ciante necesita de protección frente al uso de las nuevas tecnologías, ahora bien, no
por ello ha de concluirse que sea el único bien necesitado de protección en la actual
sociedad de la información. Por lo tanto, si la propia naturaleza de los datos o infor-

' l3 ' En cuanto al carácter instrumental del nuevo derecho, como señala LUCAS MURILLO DE LA CUEVA, P. «nada impide la con-
sideración como derecho fundamental de un derecho instrumental -en este caso referido a la autodeterminación informativa: en últi-
mo extremo todos lo son respecto de la dignidad humana» (MURILLO, El Derecho a la Intimidad., loe. cit). Efectivamente, como tam-
bién advierte JIMÉNEZ ESCOBAR, «... el derecho a la autodeterminación informativa, constituye un derecho de naturaleza preventiva,
de garantía anticipada de otros derechos» (JIMÉNEZ ESCOBAR «Informática y derecho a la intimidad: una concepción que debe arrum-
barse», en Jornadas Abogacía e Informática..., cit. p. 85) y es que la normativa sobre protección de datos, como señala HEREDERO HI-
GUERAS, es un sistema de protección cautelar o preventivo basado en el enunciado de unos principios y unos derechos para hacerlos
valer (HEREDERO HIGUERAS, M., La Ley Orgánica 5/1992, de regulación del tratamiento automatizado de los datos de carácter per-
sonal. Comentarios y Textos. Tecnos, Madrid, 1996.. pp. 53-54). Desde otra perspectiva, pero admitiendo también el carácter instru-
mental, Ruiz MIGUEL, advierte que «el artículo 18.4 de la Constitución no establece ningún nuevo derecho, sino que establece un lí-
mite a una facultad («el uso de la informática»)» a fin de garantizar otros derechos, en términos similares a lo que sucede con el art.
20.4 CE. (Ruiz MIGUEL, La Configuración Constitucional... p. 94). También en «El Derecho a la Intimidad Informática...», p. 9). Asi-
mismo en esta línea cabe citar también a MORALES PRATS, para quien el art. 18.4 CE acoge la «faceta informática de la intimidad»
«...en el que se viene a reconocer el carácter institucional de garantía-presupuesto del ejercicio de otros derechos...» '3 (MORALES PRATS,
«Protección de la intimidad: delitos...» p. 44).

(l4) LUCAS Murillo DE LA CUEVA, P. «La confidencialidad de los datos personales: garantías en el proceso judicial», La Pro-
tección de la Intimidad de las Personas (Fichero de datos), Cuadernos de Derecho Judicial, CGPJ, 1997, p. 233.

05) JIMÉNEZ ESCOBAR «Informática y derecho a la intimidad...» ob. cit. p. 85. También GONZÁLEZ MURUA, A.R. «Comenta-
rio a la STC 254/1993, de 20 de julio, algunas consideraciones en torno al artículo 18.4 de la Constitución y la Protección de los Da-
tos Personales», Informática y Derecho, 6-7, Centro Regional de Extremadura, UNED, p. 242 .
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maciones personales se encarga de revelarnos que no todos participan de una natura-
leza íntima, sería un contrasentido afirmar que se ha vulnerado tal o cual derecho a
partir del derecho a la intimidad cuando éste ni tan siquiera se ha visto afectado. In-
conveniente éste que desde las tesis reduccionistas se trata de paliar mediante la asun-
ción del carácter instrumental o de garantía presupuesto atribuible a la dimensión ins-
titucional que adquiere hoy el derecho a la intimidad entendida en sentido amplio.

Superando esta concepción intimista o reduccionista de la protección de datos, se
han elaborado otras fórmulas que apuntan hacia la libertad informática o autodeter-
minación informativa en su condición de nuevo derecho fundamental, derivado de la
asunción generacional de los derechos humanos, en el sentido de que el catálogo de
las libertades nunca será una obra cerrada y acabada. Todo lo cual le permite a Luño
hablar de los «Derechos de la Tercera Generación», entre los que engloba a la liber-
tad informática o la autodeterminación informativa, como categoría que se construye
a partir del derecho a la intimidad y ante la insuficiencia de este derecho para justifi-
car la protección de datos (16). Lucas Murillo de la Cueva es muy explícito al adver-
tir, en cuanto a lo primero, que «...extraer un derecho a partir de alguno o de algunos
de los elementos de otro, cuando aquel cobra una relevancia práctica autónoma, no es
nada nuevo...»; y, en cuanto a lo segundo, «...si no coinciden los ámbitos materiales
que se quieren defender con el derecho a la intimidad y con la protección de datos per-
sonales; si aquél responde a una concepción preinformática; si ésta va configurándo-
se como un sector especializado del ordenamiento jurídico...», para concluir diciendo
«...no vemos razones que impidan hablar de un nuevo derecho: el derecho a la auto-
determinación informativa...» (Murillo, El derecho a la Autodeter...,. pp. 120-124).
En tal sentido se pronuncia Sánchez Bravo el que afirma con gran rotundidad que «La
intimidad o el libre desarrollo de la personalidad no constituyen el objeto a proteger;
son el punto de partida que nos introduce en una nueva dimensión...».{loc. cit. p. 63).

III. LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL

Como ya dijimos en su momento, la actividad jurisprudencial del Tribunal
Constitucional no ha sido ajena a la dificultad que entraña determinar el bien jurí-
dico que justifica la materia de protección de datos, así como su naturaleza. Tal di-
ficultad no sólo se pone de manifiesto en la primera de las sentencias dictadas al
efecto, STC 254/1993, de 20 de julio, sino que seguirá coleando en futuras resolu-
ciones y en particular en las SSTC 11/1998 y 202/1999.

Fruto de tal circunstancia es la ambigüedad con la que el alto Tribunal parece
afrontar la interpretación del artículo 18.4 CE, la que traducida grosso modo da como
resultado el reconocimiento de un derecho fundamental e instrumental para la pro-
tección de otros derechos y libertades. Derecho que el alto Tribunal identifica con el
tradicional derecho a la intimidad en su sentido amplio o latu sensu, bajo la expresión
de la «libertad informática».

"6> Cf. LUCAS MURILLO DE LA CUEVA, P. El Derecho a la Auto..., p. 45. Asimismo PÉREZ LUÑO, «Informática jurídica y De-
recho de la informática en España», en Informática e Diritto, ntím. 2, p. 93.
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Como veremos, tal eventualidad surge, a nuestro juicio, como consecuencia del
desacierto en el que se incurre al pretender afrontar de forma conjunta e interrelacio-
na el contenido de los fundamentos jurídicos 6.° y 7.° de la STC 254/1993. Circuns-
tancia que puede llevar a la deriva toda interpretación posterior, como lo demuestra
el contrasentido que supone el identificar la libertad informática con la intimidad latu
sensu, al menos si las ponemos en relación directa con la forma en que son compren-
didas por la doctrina española.

1. La STC 254/1993 como principal referente

La producción jurisprudencial del Tribunal Constitucional en materia de protec-
ción de datos arranca de la STC 254/1993, de 20 de julio (Sala 1.a)(17), la cual se eri-
ge en el bastión de la doctrina constitucional en materia de protección de datos, se-
guida por la STC 143/1994, de 9 de mayo (Sala 1.a) (18), que viene a suponer un paso
atrás en los avances introducidos por su predecesora, no sólo por cifrar la protección
de datos en una mera ampliación del ámbito del derecho a la intimidad (FJ 7.°), sino
también al omitir cualquier pronunciamiento sobre los «identificadores únicos» (apud,
S. Bravo, La protección del derecho..., p. 74).

La fundamentación de la STC 254/1993, en lo que a materia de protección de da-
tos se refiere, descansa básicamente sobre los Fundamentos Jurídicos 6.° a 9.°. En el
primero de dichos Fundamentos el Tribunal Constitucional introduce importantes con-
sideraciones en orden a la significación del artículo 18.4 CE. De esta forma, el alto
Tribunal afirma que dicho precepto entraña «...una garantía constitucional para res-
ponder a una nueva forma de amenaza...», especificando seguidamente en qué con-
siste dicha garantía, al señalar «Además de un instituto de garantía de otros derechos,
fundamentalmente el honor y la intimidad, es también, en si mismo, un derecho o li-
bertad fundamental, el derecho a la libertad frente a las potenciales agresiones a la dig-
nidad y a la libertad de la persona provenientes de un uso ilegítimo del tratamiento
mecanizado de datos». Por lo tanto, el contenido del citado precepto constitucional
descansa sobre la base de un nuevo derecho fundamental, el que, a su vez, es instru-
mental para la protección de otros derechos.

Ahora bien, aunque en el contexto de tales afirmaciones es fácilmente identifica-
ble el derecho a la autodeterminación informativa o libertad informativa, no obstan-
te, ha de advertirse un cambio de orientación en el FJ 7.°, en el que, sorprendentemente
y en contra de lo que propugnan sus precursores, se alude a la libertad informática en
términos próximos a las tesis reduccionistas amparadas en el aspecto positivo o insti-

(17) Recurso de amparo núm. 1827/1990. Ponente: Magistrado D. Fernando García-Mon y González-Regueral. (BOE de 18
de agosto de 1993). El Sr. Olaverri Zazpe solicitó del Gobernador Civil de Guipúzcoa mediante escrito de 28 de enero de 1986 se le
comunicara si la Administración del Estado o cualquier organismo de ella dependiente disponía de ficheros automatizados donde fi-
guraran sus datos personales. Agotada la vía administrativa, el Sr. Olaverri recurre judicialmente ante la Audiencia Territorial de Pam-
plona y tras ser desestimado el recurso por ésta, ante el Tribunal Supremo el cual resuelve en el mismo sentido, por lo que finalmen-
te recurre en amparo por vulneración de los arts. 18.2 y 18.4 CE.

(18) Recurso de amparo núm. 3192/1992. Ponente: Magistrado D.Miguel Rodríguez-Pinero Bravo-Ferrer. (BOE de 13 de ju-
nio de 1994). Recurso promovido por el Consejo General de Colegios de Economistas de España contra La Sentencia de la Sección
Segunda de la Sala Tercera del Tribunal Supremo que declaró la indaraisibilidad de recurso contencioso-administrativo contra el Real
Decreto 358/1990, de 9 de marzo, y contra la Orden de 14 de marzo de 1990, que regulan la composición y forma del NIF y la tarje-
ta acreditativa del mismo, por vulneración de los arts. 24.1 y 18.4 CE.
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tucional de la intimidad, al señalar, «La garantía de la intimidad, latu sensu, adopta
hoy un contenido positivo en forma de derecho de control sobre los datos relativos a
la propia persona. La llamada «libertad informática» es, así, también, derecho a con-
trolar el uso de los mismos datos insertos en un programa informático (habeas data)».

Como consecuencia de la fundamentación de la STC 254/1993, a que acabamos
de referirnos, surgen distintas interpretaciones doctrinales, que si bien coinciden en
evidenciar el cambio de orientación que se desprende de la lectura de un Fundamen-
to a otro -en particular los FJ 6.° y 7.°, asumen tal circunstancia con distinta valora-
ción. Sirva citar al efecto a Ruiz Miguel, quien calificando de vacilante la postura del
Tribunal Constitucional, concluye afirmando que «el Tribunal Constitucional consi-
dera el artículo 18.4 como una indicación expresa del contenido esencial del derecho
a la intimidad» (Ruiz Miguel, El Derecho..., p.9). Vicisitud igualmente reconocida por
Guridi, quien tildando de confusas este tipo de orientaciones, apunta en sentido dia-
metralmente opuesto al del autor anteriormente citado, al señalar «Compartimos con
quienes sostienen la existencia de un nuevo derecho fundamental que esta construc-
ción jurisprudencial [el autor se refiere a la nueva dimensión positiva de la intimidad
frente a las agresiones de la informática] se consigue en detrimento del derecho a la
intimidad» (ob. cit., p. 41). Por último mencionar a González Murua, para quien el
pretender establecer una sinonimia entre autodeterminación informativa e intimidad,
tal y como parece desprenderse de los FJ 6.° y 7.°, constituye un manifiesto error, ar-
gumentado, a fin de excusar el mismo, que el cambio de terminología tal vez obedezca
al hecho de que el Tribunal Constitucional en los fundamentos 7.° y siguientes de di-
cha sentencia se ocupa de contestar al Abogado del Estado y al Ministerio Fiscal, ante
sus continuas referencias al derecho a la intimidad (ob. cit, p. 245).

Como vemos, todas y cada una de las interpretaciones doctrinales reseñadas tie-
nen en común el poner de manifiesto la contrariedad a la que conduce el contenido de
los FJ 6.° y 7.° de la STC 254/1993, sin que desde esta perspectiva se pueda restar ra-
zón a la particular lectura que cada uno de los autores citados realiza de tal eventuali-
dad. Circunstancia que viene justificada, a nuestro modo de ver, tanto por la ausencia
de un pronunciamiento expreso del Tribunal Constitucional en orden a la concreción
del bien jurídico que subyace al artículo 18.4 CE, como por la propia redacción de di-
chos fundamentos, en los que sin solución de continuidad se habla de un mismo dere-
cho, lo que aboca por inercia a una comprensión conjunta de los mismos. Por ello en-
tendemos preciso eludir toda interpretación conjunta e interrelacionada de los FJ 6.° y
7.° a fin de evitar extraer conclusiones equivocadas. Desacierto en el que a la postre
entendemos ha podido incurrir el Tribunal Constitucional, al tomar como marco de fu-
turas resoluciones sobre protección de datos la fundamentación de la STC 254/1993.

Por todo lo cual consideramos que para una correcta comprensión de la
STC 254/1993 ha de atenderse de forma estanca, de una parte, al contenido del FJ 6.°
y, de otra, a lo establecido en los FJ 7.° y siguientes. Tal consideración encuentra su
justificación en la distinta finalidad que, entendemos, pretende insuflar el Tribunal en
su redacción original a dichos fundamentos. De esta forma, mientras que el FJ 6.° en-
cierra una declaración general orientada básicamente a perpetuar la constatación de
un nuevo derecho fundamental radicado en el artículo 18.4 CE; el FJ 7.° se dirige a
revestir de contenido provisional dicho derecho, reconduciéndolo en todo caso al su-
puesto de hecho a que se contrae el recurso de amparo.
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Tesis que atendiendo al tenor literal de dichos fundamentos se sustenta básica-
mente, tanto en la rotundidad con se formula el nuevo derecho en el FJ 6.°:

«...nuestra Constitución ha incorporado una nueva garantía constitu-
cional (...) de forma en último término no muy diferente a como fueron
originándose e incorporándose históricamente los "distintos derechos fun-
damentales.»

«...instituto de garantía de otros derechos (...) pero también de un ins-
tituto que es, en sí mismo, un derecho o libertad fundamental...»

«El primer problema que este derecho suscita es el de la ausencia, has-
ta un momento reciente, en todo caso posterior a los hechos que dan lugar
a la presente demanda, de un desarrollo legislativo del mismo.»

Como de la supuesta ambigüedad que parece presidir la redacción de los FJ 7.°
y ss, en particular ef FJ 7.°, de tal manera que si bien en principio parecen ir orienta-
dos a establecer el contenido mínimo y, en todo caso, provisional, del nuevo derecho;
finalmente reconducen éste, bajo el desacertado uso que se hace de la expresión «li-
bertad informática», hacia el tradicional derecho a la intimidad, incluso desde un en-
foque unitario, como si se tratara del único derecho reconocido al amparo del artícu-
lo 18 de la Constitución. Por todo lo cual entendemos que en realidad lo que se pretende
por el alto Tribunal, más que la determinación del contenido mínimo del nuevo dere-
cho, es la concreción del bien jurídico que, en atención al carácter instrumental de tal
derecho, se trata de proteger en el supuesto de hecho concreto a que se refiere el re-
curso.

«A partir de aquí se plantea cual deba ser el contenido mínimo, pro-
visional (...) aun en ausencia de desarrollo legislativo.»

«Pues, como señala el Ministerio Fiscal, la garantía de la intimidad
adopta hoy un contenido positivo en forma de derecho de control sobre los
datos relativos a la propia persona. La llamada «libertad informática» es,
así, también, derecho a controlar el uso de los mismos datos insertos en
un programa informático (habeas data).

«Las facultades precisas (...) son absolutamente necesarias para que
los intereses protegidos por el artículo 18 CE, y que dan vida al derecho
fundamental a la intimidad, resulten real y efectivamente protegidos.»

«...la Administración del Estado hizo impracticable el ejercicio de su
derecho a la intimidad (...), y por ende vulneró el artículo 18 de la Cons-
titución.».

«Finalmente, el reconocimiento de estos derechos, derivados del ar-
tículo 18 CE de conformidad con el Convenio del Consejo de Europa...»
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Así como de dar respuesta a los planteamientos de las partes en relación con el
concreto supuesto de hecho objeto del recurso:

«Pues como sánala el Ministerio Fiscal, la garantía de la intimidad
adopta hoy un contenido positivo...»

«Los argumentos que esgrime el Abogado del Estado en contra de este
juicio no son convincentes.»

Todo lo cual viene a justificar las continuas referencias a la intimidad y al artícu-
lo 18 CE realizadas por el Tribunal Constitucional en los FJ 7.° y siguientes.

Por lo tanto, desde la perspectiva que nos brinda esta forma de interpretar la fun-
damentación de la STC 254/1993, cabe afirmar el reconocimiento de un nuevo dere-
cho fundamental e instrumental para la protección de otros derechos y libertades, en
la línea en que un importante sector de la doctrina española ha formulado la libertad
informática o autodeterminación informativa (FJ 6.°) (19>. Para ello hemos de evitar
toda intención que pase por interpretar de forma interrelacionada y sin solución de con-
tinuidad los FJ 6.° y 7.°, de tal manera, que nos lleve a identificar exclusivamente el
nuevo derecho de que se habla en el FJ 6.° con el derecho a la intimidad del FJ 7°,
máxime si al efecto ha de forzarse de forma artificiosa y equivocada lo que por liber-
tad informática se ha de entender, por cuanto por sus valedores no sólo se pretende ir
más allá del mero aspecto positivo del derecho a la intimidad, sino que además en-
tienden que su contenido es más amplio que el de la mera facultad de habeas data, a
la cual también engloba (FJ 7.°)(20).

2. Otras Sentencias: En particular las SSTC 11/1998 Y 202/1999

La STC 11/1998, de 13 de enero (Sala 1.a) (21), se constituye en la primera de las
diecinueve que se sucederán sobre la misma cuestión, al enmarcarse todas ellas en unos
supuestos de hecho prácticamente idénticos y con un mismo pronunciamiento por par-
te del Tribunal Constitucional. También es la primera en la que los hechos que dan lu-
gar al recurso de amparo se producen con posterioridad a la entrada en vigor de la nor-
mativa específica de protección de datos, a diferencia de las dos que le precedieron
sobre la materia, SSTC 254/1993 y 143/1994. Lo cual tiene su importancia por cuan-
to queda solventado uno de los problemas a que conducía la falta de desarrollo legis-
lativo del articuló 18.4 CE, en cuanto a la determinación del contenido mínimo

(l9) Cf. LUCAS MURILLO DE LA CUEVA, P. El Derecho a la Auto..., p. 45. Asimismo LUÑO, «Informática jurídica y Derecho
de la informática en España», en Informática e Diritto, núm. 2, p, 93.

í20' Cfr. PÉREZ LuÑO, A. E-, «Informática jurídica y derecho de la informática en España», en Informática e Diritto, 1983,
núm.2, pp. 93-94.

<21) Recurso de amparo núm. 2264/1996. Ponente: D. Enrique Ruiz Vadillo. (BOE 12 febrero 1998). Convocados los trabaja-
dores de RENFE por el Comité General de Empresa para llevar a cabo paros parciales durante diversos dfas del mes de abril de 1994.
El ahora recurrente no la secundó, pero se le descontaron las retribuciones correspondientes sin otro criterio que el de su afiliación a
CCOO, dato que conocía la empresa por figurar en su nómina la clave para descontar la cuota sindical. Aunque fueron numerosos es-
tos descuentos indebidos, RENFE atendió con prontitud las reclamaciones que se plantearon.La pretensión del actor, tramitada por el
procedimiento de tutela de los derechos fundamentales, fue básicamente acogida por el Juzgado de lo Social e íntegramente rechazada
por la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid en sentencia de 30 de junio de 1995. La demanda de amparo se di-
rige contra la última resolución, a la que se imputa haber vulnerado los artículos 18.4,24.1 y 28.1 de la Constitución española.
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(FJ 6.°, parf. 3.°, STC 254/1993). Circunstancia que, como tendremos ocasión de ana-
lizar, no parece tener en cuenta el Tribunal Constitucional, dadas las múltiples referen-
cias al FJ 7.° de la mencionada STC 254/1993 y, en consecuencia, pasando por alto el
carácter provisional que a nuestro entender caracteriza su formulación.

La STC 11/1998, siguiendo la fundamentación de la STC 254/1993 en materia de
protección de datos, tiene la importancia de haber materializado el carácter de derecho
instrumental para la protección de otros derechos que por el Tribunal Constitucional
ya se había predicado del artículo 18.4 CE (STC 254/1993, FJ 6.°), al considerar que
el derecho a la libertad sindical fue vulnerado como consecuencia de la detracción de
salarios de un trabajador por su pertenencia a un sindicato, en relación con un uso ina-
decuado de los datos personales contenidos en una base de datos informatizada.

También es de destacar el que la STC 11/1998 sea la primera del Tribunal Cons-
titucional en la que se introduce el término «privacidad» -en el ámbito de la protección
de datos-, si bien con una importante matización, que tal referencia no se realiza de for-
ma directa sino por alusiones a la Exposición de motivos de la LORTAD (FJ 5.°), ra-
zón por la cual entendemos que no es dable apresurar afirmaciones categóricas (22\ En
efecto, no sólo porque la intención del legislador en la Exposición de motivos de la
LORTAD fuera la de introducir el término «privacidad» como un concepto distinto al
de la intimidad (23), con el que abarcar un ámbito más amplio que el propio de ésta;
sino también porque difícilmente se puede identificar esta naturaleza de la privacidad
con la que el Tribunal Constitucional predica de la libertad informática, entendida
como intimidad latu sensu (FJ 7.°). •

Así parece confirmarlo el Tribunal Constitucional en su reciente Senten-
cia 202/1999, de 8 de nov. de 1999 (Sala 1.a) (-u\ donde siguiendo la línea marcada
por sus predecesoras, en particular las SSTC 254/1993 (FJ 7.°), 11/1998 (F.4.0)
y 94/1998 (F.4.°), recurre nuevamente, en sus Fundamentos jurídicos 2.° y 5.°, al em-
pleo del término «libertad informática», sin que por otra parte realice mención algu-
na al término «privacidad».

En consecuencia, parece consolidarse en la jurisprudencia constitucional la ex-
presión de «libertad informática» como el llamado a identificar el bien jurídico que
informa el artículo 18.4 CE, expresión que, como veremos seguidamente, no se co-

02) Cf. DA VARA RODRÍGUEZ, M A. «La relación entre los artículos...; ob. cit. p. 55 y 62. El autor es rotundo al afirmar que «el
contenido de la privacidad ha sido elevado a la calidad de derecho fundamental», fundándose básicamente en la STC 60/98, de 16 de
marzo (RTC 1998, 60).

'23* A pesar de que se de el caso de autores que como ORTT VALLEJO, A. equiparara en principio los conceptos de intimidad y
privacidad, si bien con posterioridad evoluciona en su concepción estimando la conveniencia de la formulación de un nuevo derecho
ante lo que da en llamar «nuevo poder de dominio social...». {«El nuevo derecho fundamental (y de la personalidad) a la libertad in-
formática». A proposito de la STC 254/1993, de 20 de julio, Derecho Privado y Constitución. 1994, núm. 2, p. 321). También MARTÍN
CASALLO, J. J. para quien no es defendible un concepto de intimidad contrapuesto al de privacidad, sino una ampliación de la intimidad
como consecuencia del desarrollo de las modernas tecnologías que termina por equipararse al concepto de privacidad {«Intimidad y pro-
tección de datos», Jornadas Abogacía e Informática. 21-22 abril de 1994, Illustre Collegi D'Advocats de Barcelona, 1994 p.40).

(24) Recurso de amparo núm. 4138/1996. Ponente: D. Pablo Cachón Villar. (BOE 16 diciembre 1999). El Sr. Sergi, presidente
del Comité de Empresa de la oficina principal del «Banco C.» en Barcelona, interpuso, con fecha,16 de noviembre de 1995, demanda
contra dicha entidad de crédito, al entender que el tratamiento y conservación de diagnósticos médicos en la base de datos de dicha enti-
dad bancaria denominada «absentismo con baja médica», sin consentimiento expreso de los afectados, vulnera los derechos fundamen-
tales del art. 18 (especialmente en su apartado cuarto).Siendo desestimada dicha demanda por el Juzgado de lo Social núm. 22 de los de
Barcelona y posteriormente el recurso de suplicación núm. 3708/96 por la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Catalu-
ña, interponiéndose finalmente recurso de amparo por vulneración de los arts. 18 (especialmente en su apartado cuarto) y 24.1 CE.
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rresponde con la naturaleza que de la misma predican en la doctrina española sus pre-
cursores.

Efectivamente, hemos de advertir que la idea de libertad informática tal y como
es concebida por el alto Tribunal no parece coincidir con la que al efecto propugna
la doctrina más autorizada. De esta forma, mientras que autores como Luño o S. Bra-
vo y, por ende, Murillo al hablar de autodeterminación informativa, pretenden evo-
car con la idea de libertad informática o autodeterminación informativa el emerger
de un nuevo derecho fundamental independiente y distintos de los tradicionalmente
reconocidos (Sánchez Bravo, La protección..., pp. 64-65). El Tribunal Constitucio-
nal, en contra de lo que en un primer momento cabía esperar en atención al FJ 6.° de
la STC 254/1993, antes aludido, parece orientar la idea de libertad informática en ma-
nifiesta conexión con la dimensión positiva o faceta informática de la intimidad y,
por lo tanto, más que como un nuevo derecho fundamental autónomo en sí mismo
considerado, como una manifestación latu sensu del derecho a la intimidad, propug-
nando su carácter instrumental como garantía-presupuesto para la protección de otros
derechos, en la línea de las tesis reduccionistas, en particular la orientación de Mo-
rales Prats <25\

Tal apreciación es fácilmente constatable si nos atenemos a los distintos fallos de
las sentencias mencionadas y, en particular, en la STC 11/1998, donde se reconoce el
derecho fundamental a la libertad sindical de los recurrentes en conexión con el ar-
tículo 18.4; y en la STC 202/1999, en la que se entiende vulnerado el derecho del re-
currente a la intimidad concretado en los artículos 18.1 y 18.4 CE.; sin que en nin-
guna de dichas sentencias se entienda conculcado el derecho a la libertad informática
como derecho autónomo e independiente, per se.

Como ya advertimos en su momento al comentar la STC 254/1993, esta línea de
orientación en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional se viene arrastrando a par-
tir de una interpretación conjunta e interrelacionada de los FJ 6.° y 7.° de la mencio-
nada Sentencia, a nuestro juicio desacertada, no sólo por la distinta intención de per-
petuar o no en el tiempo lo recogido en cada Fundamento, sino también por la
contrariedad a que lleva lo dicho en uno y otro Fundamentos, así como por lo desa-
certado del binomio intimidad latu sensu y libertad informática como si de la misma
cosa se tratara. Es decir, no es dable predicar la existencia de un derecho autónomo
(FJ 6.°) y a su vez incardinar tal derecho en el tradicional derecho a la intimidad, bajo
la fórmula de libertad informática (FJ 7.°), máxime cuando la intimidad no es el úni-
co derecho cuya garantía se pretende con la libertad informática. Línea que a pesar de
lo cual viene reiterando el alto Tribunal en las sucesivas sentencias sobre protección
de datos, sirva señalar al efecto las SSTC 11/1998, FJ 4.° y 202/1999, FJ 3.°.

Lo cierto es que esta línea de interpretación del artículo 18.4 CE que adopta el
Tribunal Constitucional le permite salir al paso del dilema que representa la previsión
del artículo 18.4 CE, de reconocimiento o no de un nuevo derecho fundamental. Ha
de tenerse en cuenta que el reconocimiento de la libertad informática como manifes-
tación latu sensu del derecho a la intimidad, salvando la incongruencia que en esen-

(25) Cfr. MORALES PEATS, F. «Protección de la intimidad: delitos...» p. 44. Se advierte cierta similitud con la orientación del
Tribunal Constitucional, en el uso que el autor hace de la expresión «Libertad informática» al equipararla a la dimensión positiva de
la intimidad. ••
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cia tal identidad conlleva, permite al Tribunal convalidar la previsión del artículo 18.4
en todas sus acepciones interpretativas, salvo en una. Es decir, sin desdeñar la for-
mulación de dicho precepto, se reconoce la existencia de la libertad informática, del
binomio informática-intimidad, así como de su carácter instrumental para la protec-
ción de otros derechos. Con lo que únicamente queda excluida la posibilidad del re-
conocimiento de un nuevo derecho fundamental, en íntima comunión con la línea de
autorestricción (self restraint) en el reconocimiento de aquellos derechos fundamen-
tales no recogidos expresamente y que algunos autores ven en la actividad de inter-
pretación constitucional desarrollada por el alto Tribunal(26:).

IV. CONCLUSIONES

Hemos podido constatar a lo largo de estas líneas como a pesar del avance expe-
rimentado en los últimos años por la protección de datos personales en nuestro país,
aún no existe una identificación clara y terminante del bien jurídico cuya protección
se pretende al amparo del artículo 18.4, si bien la corriente de opinión que con mayor
fuerza puja, al menos en el ámbito doctrinal, es la que se orienta hacia el reconoci-
miento de un nuevo derecho fundamental. Orientación a la que parecía encaminarse
en una primera aproximación el Tribunal Constitucional con la redacción del FJ 6.°
de la STC 254/1993, para seguidamente adoptar en el FJ 7.° una línea de interpreta-
ción que apunta hacia el binomio informática-intimidad bajo la expresión de la liber-
tad informática (STC 254/1993, FJ 7.°), siendo la que a la postre y de forma sorpren-
dente, dado lo limitado del marco en el que se formula, se ha venido imponiendo en
las sucesivas resoluciones del alto Tribunal (STC 202/1999, FJ 3.° y 5.°).

Efectivamente, tanto el Tribunal Constitucional como un sector de la doctrina,
partidarios de una línea reduccionista, asumen la redacción de los FJ 6.° y 7.° de la
STC 254/1993 de forma conjunta e interrelacionada, tal y como se recoge en las
SSTC 11/1998, FJ 4.° y 202/1999, FJ 3.°, lo cual les lleva a identificar el derecho a
que se alude en el FJ 6.° con la intimidad latu sensu bajo la expresión de libertad in-
formática (FJ 7.°). Haciendo valer de esta forma el carácter instrumental que se predi-
ca de la intimidad latu sensu y, en consecuencia, eludiendo toda intención que pase por
el reconocimiento de un nuevo derecho fundamental con base en el artículo 18.4 CE.
Sirva señalar al efecto los fallos de las Sentencias citadas, donde con apoyo en dicho
precepto se entienden vulnerados los derechos a la libertad sindical y a la intimidad,
aunque no así el derecho a la libertad informática per se. En consecuencia, se acaba
identificando la protección de datos con el derecho a la intimidad, si bien a costa de
forzar sobremanera el ámbito al que se circunscribe dicho derecho, hasta el punto in-
cluso de que su aplicabilidad instrumental para la protección de otros derechos se pre-
dica de supuestos en los que ni tan siquiera la intimidad se ha visto afectada.

Tal relación, intimidad-libertad informática, no deja de ser un contrasentido por
cuanto la propia libertad informática, tal y como es concebida por sus precursores, sur-
ge como un nuevo derecho fundamental ante la insuficiencia del propio derecho a la
intimidad para explicar la protección de datos personales y, por lo tanto, siendo la in-

(26) Ruiz MIGUEL, C. «El derecho a la intimidad informática en el ordenamiento español», RGD, núm. 607, 1995, p. 3216.
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timidad a este respecto uno tan sólo de los derechos cuya garantía se pretende. Por
ello consideramos oportuno evitar toda intención que pase necesariamente por iden-
tificar el artículo 18.4 CE exclusivamente con el derecho a la intimidad, máxime si
para ello ha de forzarse de forma artificiosa y errática lo que por libertad informática
se ha de entender, por cuanto la misma no sólo va más allá del aspecto positivo del
derecho a la intimidad, sino que además su contenido es más amplio que la mera fa-
cultad de habeas data, a la cual también engloba (FJ 7.°).

Consideramos que a la hora de interpretar el espíritu que informa los FJ 6.° y 7.°
de la STC 254/1993, éstos no parecen ser comprendidos en su justa medida, dado que
no se tiene en cuenta el carácter prevalente que ha de otorgarse al FJ 6.° con relación
al FJ 7.°, pues no cabe duda que frente a la declaración general y de permanencia que
informa el FJ 6.° de la STC 254/1993, en el que se habla de un nuevo derecho funda-
mental revestido de una naturaleza instrumental que haga viable la efectividad plena
del ejercicio de otros derechos; nos encontramos con un FJ 7.° condicionado por las
propias limitaciones de su formulación, esto es, la provisionalidad motivada por la au-
sencia de interpositio legislatoris y la concreción al supuesto de hecho en que se fun-
damentan las alegaciones de las partes, a las que dentro de este limitado marco se tra-
ta de dar respuesta.

En consecuencia con todo ello, entendemos que lo que ha de prevalecer es la de-
claración de intenciones contenida en el FJ 6° y, por lo tanto, ampliar las miras hacia
el reconocimiento de un nuevo derecho fundamental independiente con base en el ar-
tículo 18.4 de la Constitución, sin perjuicio de que el mismo pueda ser comprendido
efectivamente bajo la fórmula de la libertad informática, siempre y cuando se respe-
te la línea de elaboración mantenida por sus precursores. Posición que en todo caso
evitaría el tener que recurrir a la faceta polivalente de algunos derechos tradicionales,
forzando por esta vía el aspecto positivo de la intimidad o intimidad latu sensu, dada
la consabida insuficiencia para explicar la protección de datos personales; o el de re-
currir a combinaciones artificiosas como la de intimidad-libertad informática.
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